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Algunas consideraciones generales sobre la Violencia Política 

La Violencia Política puede ser definida como el uso intencional de la fuerza contra un 

grupo o sociedad por parte de colectivos organizados y tiene como propósito alcanzar 

ciertos objetivos políticos. Los grupos de personas expuestas a distintas expresiones de 

violencia política sufren daños físicos y psicológicos e inclusive la muerte (Ubillos, 

Beristain, Garaigordobil & Halperin, 2011). Esta se expresa a partir de un conjunto  de 

amenazas y acciones agresivas que rara vez se encuentran circunscritas a un evento 

único o aislado (de la Corte, Sabucedo & de Miguel, 2006). 

Se ha establecido que una manifestación o proceso de violencia política expresa un 

conflicto referido a necesidades, valores e intereses básicos de las partes envueltas en 

el mismo, respondiendo fundamentalmente a intereses colectivos (de la Corte et al, 

2006). Es así que todas las formas de guerra, los conflictos sociales violentos, diversas 

expresiones de terrorismo y la violencia de un estado contra grupos antagonistas al 

mismo pueden ser consideradas Violencia Política (Organización Mundial de la Salud- 

OMS, 2012). 

Los mecanismos que desencadenan los procesos de violencia política han sido 

abordados desde diversas perspectivas que van desde aquellas que enfatizan el análisis 

de los aspectos estratégicos y tácticos de un proceso de violencia, como el cálculo que 

las personas envueltas realizan sobre sus posibilidades de alcanzar con éxito sus 

objetivos políticos, hasta aquellas aproximaciones que enfatizan en el análisis de 

elementos de una subjetividad colectiva, como los estados de profunda insatisfacción 

que algunos grupos tienen con su sistema, lo que podría llevarlos a manifestaciones 

violentas (McAdam, 1982).  

Existe una gran diversidad de factores culturales, políticos e institucionales que explican 

el surgimiento de la violencia política en una sociedad. Entre ellos, está la condición 

necesaria –pero no suficiente- de la presencia de actores individuales, gestores de 

violencia, dispuestos a dar una estructura organizada en un marco de conflicto, a la 



insatisfacción difusa de un grupo, con la capacidad de explotar factores contextuales 

como la exclusión social para estimular acciones armadas y violentas (Tilly, 2003). 

Violencia Política en el Perú: El Conflicto Armado Interno (1980-2000) 

Entre los años 1980 y 2000, el Perú atravesó por uno de los procesos más violentos de 

su historia republicana. Ninguna otra guerra interna o externa que el Perú haya tenido 

se puede comparar con este período de violencia, ni con respecto al número de víctimas 

mortales, ni con respecto a su duración o a su extensión geográfica (CVR, 2003; 2004). 

Si bien el conflicto armado cumplió con todas las características para ser considerado 

una guerra civil, curiosamente este nombre nunca ha sido utilizado para referirse a dicho 

período de violencia. Las denominaciones que han sido establecidas para rotularlo son, 

o bien la “Época del Terrorismo”, o bien el “Conflicto Armado Interno”. Esto último 

resulta sumamente interesante ya que una guerra civil involucra el enfrentamiento 

violento de miembros de una misma comunidad nacional, enfrentados y divididos pero 

hasta cierto nivel “igualados” en su capacidad operativa. 

La CVR reconoce como uno de los factores desencadenantes y agravantes del conflicto, 

la estructura de exclusión social predominante en la sociedad peruana que  incidía en la 

debilidad, o ausencia, del sentido de comunidad nacional entre los diversos grupos que 

habitaban el territorio peruano entre las décadas de los años 80 y 90 (CVR, 2003; 2004). 

La causa inmediata y directa del proceso de violencia que se analiza, fue la decisión de 

la dirigencia del Partido Comunista del Perú–Sendero Luminoso (PCP-SL) de iniciar la 

denominada “guerra popular” en contra del Estado Peruano (CVR, 2004, p.333). La 

responsabilidad directa atribuida a este grupo particular no elimina, por otro lado, la 

influencia fundamental de factores históricos, coyunturales y contextuales que hicieron 

posible que se desencadenen los 20 años de conflicto que afectaron al país. El PCP-SL 

decidió libremente iniciar una lucha armada, pero no lo hizo en el vacío, sino en un 

contexto propicio para que su iniciativa tuviera éxito y se expandiera e intensificara a 

niveles de violencia nunca antes registrados en la historia del Perú (cf. McAdam, 1982; 

Tilly, 2003). 

Hacia el año 1980 el Perú era un país que había atravesado importantes procesos 

políticos en favor de una modernización institucional y se encontraba en un proceso de 

retorno a la democracia. Sin embargo, no había podido consolidarse como una nación 

en la que la mayoría de la población se encontrara adecuadamente incluida dentro los 

sistemas económico, político, social o legal (cf. Comas-Díaz, Lykes y Alarcón, 1998). Así, 

importantes sectores poblacionales –en especial la población rural de menores 

recursos– se encontraban prácticamente desatendidos por un Estado que no era capaz 

de procurar los servicios y condiciones mínimas indispensables para su ejercicio 

ciudadanía. Las extremas diferencias socio-económicas y la profunda exclusión social 

sirvieron como caldo de cultivo para que el germen de la violencia inoculado por la 

decisión del PCP-SL de iniciar su acción armada en 1980 se reprodujera hasta alcanzar, 

algunos años después, las dimensiones terribles e imprevisibles que llegó a tener. 



El episodio que marcó de forma “simbólica” el inicio del conflicto ocurrió el 17 de mayo 

de 1980, cuando el país se encontraba en el proceso electoral que suponía el retorno a 

la democracia tras 12 años de gobiernos militares. En ese momento, una columna 

senderista quema ánforas electorales en el distrito de Chuschi, Departamento de 

Ayacucho. Entonces, de atentados esporádicos contra la propiedad pública y privada, 

las acciones del PCP-SL fueron intensificándose en el Departamento de Ayacucho hasta 

llegar al asesinato sistemático y las acciones armadas contra las fuerzas policiales locales 

(CVR, 2004, p. 62). 

La CVR  (20003; 2004) propone una periodización del Conflicto Armado Interno 

dividiéndolo en cinco fases. La primera de ellas comprendida desde mayo de 1980 hasta 

diciembre de 1982 está caracterizada principalmente por el inicio y posterior aumento 

de las acciones senderistas –especialmente en el Departamento de Ayacucho– y la 

inacción de las fuerzas policiales y del Estado con respecto a esta escalada terrorista. 

La segunda fase que va desde enero de 1983 hasta junio de 1986 está caracterizada por 

el ingreso de las Fuerzas Armadas –el Ejército y la Marina– a la lucha directa contra el 

PCP-SL. La declaración del Estado de Emergencia en la mayoría de las provincias del 

Departamento de Ayacucho y algunas del Departamento de Huancavelica y la cesión del 

control político-militar de dichas zonas a las Fuerzas Armadas por parte del Estado 

Peruano, significó lo que la CVR ha denominado la “militarización del conflicto”. La 

intensidad que alcanzó el conflicto en este período en términos de muertes, en especial 

en el Departamento de Ayacucho, sería la mayor en los veinte años de conflicto interno. 

Sólo en 1984 se registraría el mayor número de víctimas mortales de todo el período 

1980-2000, llegándose a superar entonces, los 4,000 muertos o desaparecidos. 

La tercera fase comprendida entre junio de 1986 y marzo de 1989 está caracterizada por 

el despliegue geográfico del conflicto. En este período el conflicto se extiende hacia 

otras zonas del país, tanto el norte como el sur, llega a la costa y se introduce en la región 

amazónica. También coincide con el incremento de la aparición del segundo grupo 

subversivo protagonista de esta guerra: el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru 

(MRTA), el mismo que teniendo estrategias diferentes al PCP-SL extiende las acciones 

armadas en la región nor-oriental del país. 

Este período es de vital importancia para comprender lo que sucedería con el conflicto 

durante la siguiente década de los años 90. Hacia 1988 el conflicto parecía haber llegado 

a un punto muerto: ninguna de las partes –PCP-SL y el Estado Peruano– tenían claridad 

sobre cómo debían seguir conduciendo sus acciones. Así, el PCP-SL desarrolla en la 

clandestinidad un congreso interno para organizarse y tomar las decisiones para el 

futuro de la “guerra popular”. Acciones de inteligencia de la fuerzas del Estado, que 

derivaron en la incautación de información sobre este congreso interno, propiciaron la 

captura de algunos de los más importante dirigentes de Sendero Luminoso y la muerte 

de la primera esposa de Abimael Guzmán –el líder supremo del PCP-SL–. Junto con estas 

capturas, las propias fuerzas del Estado comenzaron a planificar una nueva estrategia 

para combatir a un enemigo del cual cada vez se conocía más. 



Entre marzo de 1989 y setiembre de 1992 se desencadenó uno de los períodos más 

críticos de la historia del Perú. Hacia 1990 el Perú se encontraba en una de las peores 

crisis económicas de su historia y las acciones armadas de la guerra interna se habían 

expandido a casi todo el territorio nacional. El Perú era cada vez más un país 

políticamente inviable. 

Frente a esto las Fuerzas Armadas y Policiales y el conjunto de las fuerzas de inteligencia 

del Estado empiezan a poner en práctica las estrategias diseñadas entre 1988 y 1990. 

Estas consistían básicamente en (a) un seguimiento a la cúpula del PCP-SL con la 

intención de acorralar y capturar a los principales líderes incluyendo a Abimael Guzmán, 

(b) realizar asesinatos menos “numerosos”, más selectivos y planificados, (c) separar el 

vínculo que unía al PCP-SL con el narcotráfico –en especial en la zona del Alto Huallaga, 

ubicada en la selva central del país–, cortando de esta manera la principal fuente de 

ingresos económicos de Sendero Luminoso, y (d) fomentar y apoyar la creación y 

organización de comités de autodefensa por parte de la población civil para ayudar a 

combatir militarmente el PCP-SL. 

La captura del líder central del PCP-SL, Abimael Guzmán, en setiembre de 1992 marcó 

el inicio del declive de las acciones armadas en el país. La derrota de los grupos 

subversivos, en especial del PCP-SL, se dio desde dos direcciones diferentes. Desde 

“arriba” a partir del trabajo de inteligencia de algunos grupos muy especializados de las 

fuerzas policiales, que llegaron a capturar progresivamente a los principales cabecillas 

de Sendero Luminoso. El grupo quedó paulatinamente acéfalo y cada vez más 

desorganizado, lo que contribuyó a su derrota. Desde “abajo” una población rural 

cansada de la militarización de su vida cotidiana y de la pauperización a la que la había 

llevado el accionar del PCP-SL, rechazaría con más ímpetu a los grupos terroristas, siendo 

la muestra más clara de este rechazo, el imprescindible rol que tuvieron los comités de 

autodefensa en la derrota militar del PCP-SL en el interior del país y la liberación de 

muchas zonas tomadas durante muchos años por este grupo terrorista. 

Hacia el año 2000 las acciones bélicas se habían reducido de manera tan significativa 

que sólo prevalecían grupos subversivos armados en dos zonas del país: el Alto Huallaga 

y el denominado VRAE (valles de los ríos Apurímac y Ene), las principales zonas cocaleras 

del Perú. Asimismo, el año 2000 marca también de forma simbólica el fin de este 

conflicto, al momento en que se derrumba el régimen autoritario de Alberto Fujimori, 

quien había conducido el país desde 1990. 

La crisis política, económica y social, así como el período de violencia de estos años 

dieron lugar a la ruptura del tejido social y comunitario, lo que afectó a todos los 

procesos de organización política, movilización social y fortalecimiento institucional que 

se proyectaron hacia inicios de la década de los 80 (CVR, 2004; Velázquez, Cueto, Rivera 

y Morote, 2011). Así, después del período de violencia y con la finalización del régimen 

de Fujimori, la necesidad de fortalecer los procesos de participación social y la acción 

colectiva resurgió como una forma de denunciar públicamente la violencia, la corrupción 

y la degradación del sistema político en el Perú (Espinosa, Cueto y Schmitz, 2012; 

Velázquez et al, 2011). 



Y es para lograr estos objetivos que se tomaron varias medidas durante el gobierno de 

transición del Presidente Valentín Paniagua (2001). Una de ellas fue la creación de la 

Comisión de la Verdad, el 4 de junio de 2001. Tres meses después, esta decisión fue 

ratificada y complementada durante el gobierno del Presidente Alejandro Toledo (2001-

2006), donde finalmente se modifica la denominación de la comisión a Comisión de la 

Verdad y Reconciliación. El 13 de noviembre de 2001, la comisión inició sus actividades 

con la recepción de los testimonios de las víctimas, sus familiares o testigos de delitos, 

violaciones de los derechos humanos y actos de violencia en el país durante los años 

1980-2000. 

  

El papel de las Comisiones de la Verdad frente a la Violencia Política y la CVR en el Perú. 

         Con el objetivo de hacer frente a complejas situaciones pos-conflicto, muchos 

países han optado por establecer Comisiones de la Verdad. Es así que entre 1974 y el 

2007 se habían establecido en el mundo más de 30 comisiones oficiales. (Amnistía 

Internacional s/f; Hayner, 2001).Las Comisiones de la Verdad son organismos no 

judiciales, de carácter temporal creados para investigar las violaciones a los derechos 

humanos  acontecidas en un país, sean estas realizadas por el ejército, las fuerzas 

gubernamentales o grupos armados de oposición (Amnistía Internacional, s/f; Hayner, 

2001).  

         Los objetivos comunes de las comisiones, se traducen en la necesidad de 

esclarecer la verdad como un hecho fundamental por lo siguiente: (a) “para que las 

víctimas directas conozcan toda la verdad sobre los crímenes de que han sido objeto, así 

como las razones que los motivaron, y para que se reconozca públicamente su 

sufrimiento…” (Amnistía Internacional, s/f), (b) “para que los familiares, especialmente 

de víctimas de homicidio o de personas desaparecidas, averigüen que les ocurrió a sus 

seres queridos y conozcan su paradero”(Amnistía Internacional, s/f), y (c) “para que la 

sociedad afectada conozca las circunstancias y las razones que llevaron a que se 

perpetraran las violaciones, de modo que se garantice que no se repetirán, y para que 

se reconozca y preserve la experiencia colectiva de los crímenes sufridos” (Amnistía 

Internacional, s/f). 

         La recuperación del pasado puede jugar un rol fundamental en los esfuerzos de 

reconciliación y pacificación de una sociedad, dado que la memoria colectiva preserva 

animosidad, miedo, odio y desconfianza entre grupos y “una pobre gestión de la 

memoria colectiva puede llevar al resurgimiento del conflicto y los ciclos de venganza 

en los cuales las heridas del pasado justifican la violencia del futuro” (Licata, Klein, Gely, 

Zubieta  & Alarcón-Henríquez, 2011, p.354). 

             Estudios empíricos sobre los impactos colectivos y societales de las Comisiones 

de la Verdad evidencian que estas permitirían efectivamente prevenir los ciclos de 

venganza, evitando el resurgimiento de la violencia con motivaciones políticas en 

América Latina (Cárdenas, Páez & Rimé, 2013; Espinosa, Páez, Velázquez et al, 2014; 

Sikkink & Walling-Bott, 2007) y Africa (Kanyangara, Rimé, Philippot & Yzerbyt, 2007). 



Otros estudios muestran incrementos estadísticamente significativos de la actitudes de 

respeto hacia los derechos humanos (Beristain, Páez, Rimé & Kayangara, 2010, Espinosa 

et al., 2014) y un mayor rechazo a la violencia (Bar-Tal, Halperin y de Rivera, 2007; 

Cárdenas et al., 2013., Espinosa et al., 2014) en aquellos países que han contado con 

procesos efectivos de desarrollo del trabajo de las comisiones, en comparación con 

aquellos países en que las comisiones se desintegraron o trabajaron en condiciones 

limitadas. 

         Aunque, las Comisiones de la Verdad como mecanismos de justicia restaurativa 

obtienen consenso y ayudan a prevenir los ciclos de venganza y refuerzan la convivencia, 

no eliminan emociones negativas en las víctimas, ni tampoco están en capacidad de 

instaurar una comunidad igualitaria ideal (Theidon, 2004). Lo anterior sugiere que hay 

demandas más concretas de reparación en víctimas directas, pues la experiencia directa 

de violencia colectiva hace más difícil el trabajo de memoria, y más necesario el alcanzar 

objetivos de justicia, reparación, educación para la paz y prevención de la violencia. 

Por otro lado, además del impacto psico-social descrito, es esperable que las comisiones 

tengan efectos positivos para las víctimas de violencia, tales como ayudarlos a superar 

su sufrimiento, recuperar una imagen moral positiva y aumentar su sensación de control 

o empoderamiento. A modo de ejemplo, en sus entrevistas con veinte víctimas 

sobrevivientes que dieron su testimonio durante las audiencias públicas de la CVR en 

Perú, Laplante (2002) no encontró ninguna persona que describiera su experiencia del 

testimonio como negativa. De hecho, todos indicaron que ésta fue una experiencia 

positiva y, para algunos, en efecto, tuvo un resultado catártico. Muchos de los 

participantes reportaron sentir alivio al poder compartir sus historias en público. 

Sin embargo, e studios sistemáticos sobre el impacto de las Comisiones de la Verdad y  

otros procesos de justicia transicional (Broneus, 2008; Gibson, 2004) permiten 

establecer que la participación directa, dando testimonio, en comisiones y juicios tiene 

un efecto ambivalente en los actores que estuvieron involucrados como víctimas o 

victimarios en el conflicto. Así, la participación implica un coste emocional para estos, 

pues aumenta las emociones negativas como el enojo, la tristeza y el miedo,  tanto entre 

victimas como victimarios y en algunos casos los síntomas de afectación en su salud 

mental, y aumenta el clima emocional negativo percibido en la sociedad. Por otro lado 

también se incrementa la sensación de control y eficacia de los participantes, y 

disminuyen algunas emociones negativas en los sobrevivientes o víctimas, como la 

vergüenza, y aumentan emociones morales de reparación como la culpa en los 

victimarios (Kayangara et al., 2007). 

De manera general, los resultados sugieren que para los afectados directos el impacto 

positivo de las Comisiones de la Verdad es menos intenso que para la población en 

general (Lille & Janoff-Bulman, 2007). Pese a este coste emocional colectivo, se ha 

confirmado que las comisiones tienen efectos positivos, disminuyendo la estereotipia, 

o visión simplificada, de los grupos en conflicto y aumentando la cohesión y emociones 

colectivas positivas (Kayangara et al, 2007). 



Con respecto a la población en general que no tuvo participación directa en la situación 

conflictiva, se ha encontrado que las personas que han conocido las actividades e 

información de las Comisiones de la Verdad informan de actitudes más favorables hacia 

la reconciliación y menor nivel de emociones negativas (Espinosa et al 2014; Stein, 

Seedat, Kaminer, Moomal, Sonnega & Williams, 2008). Asimismo, las personas que 

declaran aceptar la versión del pasado de las CVR en Sudáfrica y Perú, muestran una 

actitud más favorable a la reconciliación; es decir, la aceptación de una historia o 

memoria colectiva común del pasado, que supere e integre las visiones diferenciales, es 

un elemento que refuerza la cohesión social (Espinosa et al., 2014; Gibson, 2004). 

         En el Perú, el referido proceso de recuperación de la memoria colectiva sobre el 

Conflicto Armado Interno, se dio en el marco de la CVR, que trabajó durante 26 meses 

en el esclarecimiento de los hechos, el recojo de testimonios (a través de audiencias 

públicas y entrevistas) y la preparación de un informe estableciendo las causas y 

consecuencias del período de violencia política que afectó al país, así como 

recomendaciones para la reparación a las víctimas y la no repetición de hechos similares 

(CVR, 2003) 

         El trabajo de la CVR se concentró principalmente en las zonas de mayor 

afectación, lo que implicó el establecimiento de oficinas descentralizadas, además de 

equipos que se desplegaron intentando llegar a las zonas más alejadas del país para 

contactar a los sobrevivientes y recoger sus testimonios. Así, hacía el final de su 

mandato, la base de datos de la CVR tenía registrados 16,917 testimonios individuales o 

colectivos, que representaban a 18,217 personas. De estas, el 61% era familia directa de 

un peruano asesinado o desaparecido durante esos años (CVR, 2003). Entonces, el 28 

de agosto de 2003, en audiencia pública, los Comisionados representados por el Dr. 

Salomón Lerner Febres, Presidente de la CVR, hicieron entrega del Informe Final al 

Presidente de la República Alejandro Toledo. 

         De acuerdo con el Informe Final, la violencia armada resultó en casi setenta mil 

muertes o desapariciones, el 35% de los muertos o desaparecidos provenía de las 

regiones más pobres del país, el 55% de los muertos o desaparecidos trabajaba en 

actividades agropecuarias en contextos rurales y más del 75% tenían como lengua 

materna el quechua u otra lengua nativa (CVR, 2003). Se establece entonces, como se 

ha mencionado, que la exclusión social y la discriminación fueron las causas históricas 

que favorecieron el surgimiento del conflicto, y se señala que las personas más afectadas 

corresponden a un perfil racial, étnico y social cuyo acceso al poder ha sido 

tradicionalmente vulnerado en el Perú (CVR, 2003). Asimismo, el Informe Final también 

reporta que el PCP-SL es responsable por el asesinato o desaparición del 54% del total 

de víctimas mortales del Conflicto Armado Interno. Mientras los Agentes del Estado –

Fuerzas Armadas y Policía, son responsables de aproximadamente un 37% de los 

muertos y desaparecidos reportados por la CVR, siendo el porcentaje de víctimas fatales 

restante atribuible a otros actores envueltos en el proceso de violencia política o 

víctimas fatales donde la responsabilidad del grupo victimario no ha sido posible de 

determinar (CVR, 2004/2008). 



          Tanto el trabajo como la entrega del Informe Final de la CVR recibieron una 

acogida ambivalente por parte de la Opinión Pública peruana. Así, las actividades, 

recomendaciones y conclusiones establecidas por la CVR eran poco conocidas por la 

sociedad y la difusión de las mismas quedó prácticamente limitada al trabajo de 

organismos comprometidos con la defensa de los Derechos Humanos, los cuales habían 

tenido una participación importante tanto en la constitución como en la labor de la CVR 

(Cueto y Guillen, 2013). Así, el trabajo de la Comisión no ha supuesto un motivo de 

reflexión sobre el pasado de violencia y no ha conseguido suscitar grandes procesos de 

movilización social a nivel nacional. En ese sentido, una encuesta realizada poco tiempo 

después de la entrega del informe, mostró que en Lima y Callao un 20% no tenía idea de 

su existencia, mientras que un 35% desaprobaba su labor. Únicamente el 45% de los 

encuestados aprobaba el trabajo y los resultados obtenidos por la CVR (Grupo de 

Opinión Pública, 2003). Una encuesta realizada en el 2013 encuentra resultados 

similares; es decir,  a 10 años de la entrega del Informe Final el 52% de encuestados no 

recuerda los objetivos ni actividades de la CVR y en promedio tienen una opinión poco 

favorable de su labor (Espinosa, Páez. Velázquez et al, 2014). 

En la población peruana se ha visto que el escaso conocimiento y valoración del trabajo 

de la CVR suele estar acompañado de sentimientos de indiferencia y desesperanza 

(Carbonell, 2003), mientras que un nivel de reconocimiento sobre su trabajo permite a 

algunos sectores proyectarse a un futuro con justicia y mejoras en la calidad de vida; 

aunque esta percepción no se puede afirmar que sea mayoritaria (Carbonell, 2003; 

Espinosa et al, 2014; Cueto, Espinosa y Seminario, 2013). 

Consistentemente con la ambigüedad expresada por la opinión pública ante el trabajo 

de la CVR, se percibe en la actualidad cierta ambigüedad en la sociedad peruana 

respecto de la percepción acerca de la importancia y utilidad de recuperar la memoria 

colectiva sobre el conflicto. De ahí que no exista evidencia concluyente respecto de la 

preferencia de la opinión pública por el recuerdo o por el olvido (Sulmont, 2007; Jara, 

Tejada y Tovar, 2007). Al respecto se ha encontrado que quienes han estado más cerca 

a la violencia al parecer tendrían una preferencia mayor por recordar y transmitir su 

memoria sobre los hechos del pasado, como un acto de justicia y reparación, pero al 

mismo tiempo reportan también más acuerdo con algunas actitudes favorables hacia el 

olvido (Espinosa et al, 2014). 

A pesar de la ambivalencia reportada en la opinión pública ante la CVR, estudios en 

distintos contextos pos-conflicto han establecido que el trabajo de esta  puede tener un 

efecto limitado pero positivo en la sociedad peruana. Así, para los grupos afectados por 

la violencia, el reconocimiento de su sufrimiento es parte de los procesos de justicia y 

reparación, así como una denuncia a las relaciones de inequidad y exclusión social que 

dieron origen el CAI (Cueto, 2008; Guillén 2013) 

Otro de los elementos fundamentales para el logro de situaciones duraderas de paz 

social parece ser el del perdón, como antesala de la reconciliación. En el Perú, al 

respecto, se ha encontrado que quienes han sido directamente afectados por la 

violencia presentan actitudes más positivas hacia el perdón que aquellos que no han 



sido afectados (Espinosa et al, 2014). Lo anterior se relaciona con los procesos 

tradicionales de justicia restaurativa en comunidades andinas, pues estos suelen tener 

efectos positivos tanto en el sentido del perdón y de la reconciliación, en la medida en 

que funcionan y aseguran la coexistencia. Así, un estudio cualitativo en Ayacucho, 

encuentra que las víctimas establecen un paralelo entre el perdón y el olvido, (Alayza y 

Crisóstomo, 2007). El restaurar el daño permitiría así a las víctimas perdonar y olvidar. 

         Por otro lado, se reporta también la demanda por la justicia punitiva, que 

castigue de manera efectiva a los causantes de las violaciones a los derechos humanos 

(Carbonell, 2003; Alayza y Crisóstomo, 2007). Lo anterior es coherente con la idea de 

que la impunidad impide que la justicia y la ley cumplan sus funciones de reparación 

simbólica, normatividad y cohesión social (Edelman y Kordon, 1995). Visto así, el efecto 

integral y duradero de los procesos de justicia transicional requieren del castigo a los 

culpables y la reparación a las víctimas; lo anterior posibilitaría el dejar atrás la violencia 

y asegurar las condiciones para la convivencia y la cohesión social. 

Adaptando al Perú el modelo propuesto por Gibson (2004) para la construcción de 

actitudes favorables hacia la reconciliación en Sudáfrica, se puede establecer que ésta 

se alcanzaría sobre la base de (a) el desarrollo de una actitud favorable al perdón 

intergrupal, (b) un acuerdo con la necesidad de reconocer lo ocurrido, construir una 

verdad compartida, crear historia común y una actitud de aprendizaje del pasado, (c)  

desarrollar una confianza institucional y, finalmente, (d) el acuerdo con el objetivo de 

prevención de la violación de derechos humanos quebrando los ciclos de venganza. 

Bajo este panorama en el Perú se viene aplicando un enfoque desde la salud mental 

comunitaria para el trabajo de recuperación pos-conflicto, en la búsqueda de reconstruir 

el tejido social y apuntalar los procesos de recuperación psicosocial, fortaleciendo la 

inclusión, articulando memorias enfrentadas en la actualidad y promoviendo políticas 

de reparación y reconocimiento del sufrimiento al que distintos colectivos estuvieron 

expuestos (CVR, 2004/2008; Cueto et al., 2013; Cueto y Guillén, 2013;  Guillén, 2013; 

Velázquez et al., 2011). 

Finalmente, a pesar de lo anterior la evidencia, a partir de estudios con víctimas directas 

y con la opinión pública en general, parecería indicar que el país se encuentra lejos de 

alcanzar ese objetivo, y es que entre los signos de violencia que se aprecian actualmente 

en la sociedad peruana, aun persisten algunos remanentes de PCP-SL en determinadas 

zonas rurales del país, principalmente entre las regiones de Ayacucho y Junín, donde se 

producen actividades vinculadas al tráfico ilícito drogas, y donde estos grupos armados 

actúan como sicarios del narcotráfico. Asimismo, llama la atención la aparición del 

Movimiento por la Amnistía y los Derechos Fundamentales (MOVADEF), agrupación 

política que actúa como vocera pública de la ideología de Sendero Luminoso sin un 

cuestionamiento o crítica sobre lo que la época de violencia política ha supuesto para el 

país. Ahora bien, aunque ambos actores son bastante pequeños en sus dimensiones, es 

preocupante el hecho de que consigan sus seguidores principalmente en la población 

joven., lo que es un fenómeno que debe ser tomado en cuenta cuando se pregunta 

acerca de la relación de la sociedad Peruana con su pasado reciente de violencia política. 


